El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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Providencia:                              Sentencia de 2 de agosto de 2017
Radicación Nro.

66001-31-05-005-2015-00265-01
Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandantes:


Liliana Pérez Cardona 
Demandado:


AFP Porvenir S.A. y otra
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Tema: 1. REQUISITOS QUE DEBEN ACREDITAR LOS CÓNYUGES PARA SER BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003. - Si bien, las declaraciones surtidas en el curso de este proceso y las llevadas a cabo por los familiares de ambos en sede administrativa generan dudas sobre la convivencia real y efectiva entre la pareja, necesario resulta remitirse nuevamente a la investigación llevada a cabo por la empresa Consultando Ltda. en donde también fue entrevistada la señora Liliana Pérez Cardona, quien ante la pregunta que se encuentra en el cuestionario como “Indicar tiempo de convivencia (Desde – Hasta), respondió que la convivencia se había presentado entre los años 2009 y 2013; por lo que si se tuviese en cuenta que la misma inició el 1º de enero de 2009 y finalizó el 24 de noviembre de 2013, el tiempo verdadero de convivencia entre ellos fue de 4 años 10 meses y 24 días.

En efecto, hay un documento que permite concluir que la convivencia real entre ellos inició en el año 2009, más exactamente el 26 de enero de 2009, como lo indico la señora Pérez Cardona en la demanda, y es el contrato de arrendamiento de vivienda urbana suscrito en esa calenda entre la empresa “Arrendamientos Antioquia C y C Ltda.” y el señor José Marino Aguirre Henao, quien decidió arrendar un inmueble destinada exclusivamente a vivienda, ubicado en la Diagonal 43 Nº 34A-27 interior 301 del municipio de Itagüí, pues nótese que en ese documento la señora Pérez Cardona suscribe ese documento en calidad de deudora solidaria y ubica como dirección de su residencia, la del inmueble que se está tomando en arriendo; lo que permite concluir que es a partir de ese momento cuando se formalizó la convivencia entre la pareja, extendiéndose la misma hasta el 24 de noviembre de 2013 cuando el afiliado falleció.

Bajo tales circunstancias, al no haber convivido el tiempo mínimo exigido en el artículo 74 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, no tiene derecho la señora Liliana Pérez Cardona a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes que reclama.
2. PRÁCTICA DE LAS PRUEBAS EXTRAPROCESALES. - Establece el artículo 183 del C.G.P. que podrán practicarse pruebas extraprocesales con observancia de las reglas sobre citación y práctica establecidas en ese cuerpo normativo.

Entre otras precisiones, tiene previsto el Código General del Proceso en el artículos 221 que los declarantes deberán identificarse plenamente indicando nombres y apellidos, edad, domicilio, profesión, ocupación, estudios realizados y demás circunstancias que sirvan para establecer su personalidad y si existe en relación con él algún motivo que afecte su imparcialidad. 

A continuación, le corresponderá al testigo realizar un relato de cuanto conozca y le consta sobre el motivo que lo lleva a realizar esa declaración, debiéndose obtener con ello un informe espontaneo frente a la situación respecto de la cual se quiere dar fe bajo la gravedad de juramento.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, dos de agosto de dos mil diecisiete, siendo las dos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora LILIANA PÉREZ CARDONA en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 6 de julio de 2016, dentro del proceso que le promueve a la AFP PORVENIR S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00265-01, y al cual fue llamada en garantía la sociedad Mapfre Colombia Vida Seguros S.A.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Liliana Pérez Cardona que la justicia laboral declare que en calidad de cónyuge supérstite del señor José Marino Aguirre Henao tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes y con base en ello aspira que se condene a la AFP Porvenir S.A. a reconocer y pagar la prestación económica en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente a partir del 24 de noviembre de 2013, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: El 24 de noviembre de 2013 falleció el señor José Marino Aguirre Henao, motivo por el que el 14 de octubre de 2014 solicitó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, la cual fue negada mediante comunicaciones de 14 de octubre de 2014 y 28 de noviembre de la misma anualidad; en lo que concierne a la convivencia entre ella y el causante, narra que se conocieron en el año 2006, año en el que iniciaron una relación de noviazgo que se extendió por 18 meses aproximadamente; desde el 13 de febrero de 2008 decidieron iniciar su convivencia en el Municipio de Guarne, al haber sido trasladado él a ese lugar por motivos laborales, lo que llevó a que ella se vinculara al Colegio La Inmaculada de Itagüí; al año siguiente, 2009, su residencia se trasladó a éste último municipio, motivo por el que fue el señor Aguirre Henao quien empezó a viajar a Guarne para cumplir con sus actividades laborales; al culminar el contrato en el colegio, él retornó a Guarne y ella se fue para el Municipio de Palestina, sin embargo, durante el tiempo que duró esa situación no se dejaron y por el contrario se visitaban todos los fines de semana; desde el 28 de abril de 2010 fue nombrada por el Magisterio como Docente, escogiendo la plaza ubicada en La Dorada, con el fin de quedar más cerca del Municipio de Guarne; una vez finalizaba su jornada laboral los viernes en la tarde, el causante se desplazaba al Municipio de La Dorada para estar con ella y se regresaba en la madrugada de los Lunes; el 25 de junio de 2011 contrajeron matrimonio, queriendo adicionalmente, solicitar la adopción por parte de él del menor Alejandro Álvarez Pérez, hijo de la demandante; el 30 de septiembre de 2011 él renunció a su trabajo y se fue para la Dorada a vivir con su familia.

Al contestar la demanda –fls.106 a 112- la AFP Porvenir S.A. aceptó que el causante estaba afiliado a esa entidad para los riesgos IVM desde el 2 de febrero de 2007, que a raíz de su deceso la demandante elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes y que la misma fue negada mediante los escritos relacionados anteriormente. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación, cobro de lo no debido, ausencia de derecho sustantivo, falta de legitimación por activa y falta de causa en las pretensiones de la demanda”, “Buena fe”, “Prescripción” e “Innominada o genérica”.

En escrito adjunto –fls.157 a 159- la AFP accionada solicitó que fuera llamada en garantía la sociedad Mapfre Colombia Vida Seguros S.A., debido a la suscripción de la póliza colectiva de seguro previsional de invalidez y/o supervivencia de sus afiliados, vigente desde el 1º de enero de 2010 y hasta el 31 de diciembre de 2013, y con el fin de que, en caso de reconocerse la prestación económica, se le condene a pagar la suma adicional requerida para financiar el capital necesario para cancelar la pensión de sobrevivientes.

Luego de aceptado el llamamiento en garantía, Mapfre Colombia Vida Seguros S.A. dio respuesta al mismo y a la demanda –fls.197 a 200 y 286 a 293-, aceptando la suscripción de la póliza de seguro previsional con la AFP Porvenir S.A., pero oponiéndose a las pretensiones del llamamiento, formulando para esos efectos las excepciones de “Límite del riesgo”, “Cobro de lo no debido”, “Prescripción” y “Genérica”. 

Frente al libelo introductorio aceptó el contenido de los actos que negaron la pensión de sobrevivientes a la actora y respecto a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las mismas excepciones relacionadas anteriormente.
En sentencia de 6 de julio de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que si bien la pareja comprendida entre el señor José Marino Aguirre Henao y la señora Liliana Pérez Cardona sostuvieron una relación sentimental desde aproximadamente el año 2008, lo cierto es que la convivencia efectiva entre ellos inició desde el 25 de junio de 2011 cuando se casaron, por lo que al haber fallecido él el 24 de noviembre de 2013, no alcanzaron a convivir durante los últimos cinco años previos al deceso; motivo por el que no absolvió a la entidad accionada de las pretensiones de la demanda.
Inconforme con la decisión, la señora Liliana Pérez Cardona interpuso recurso de apelación argumentando que contrario a lo concluido por la falladora de primera instancia, la convivencia entre ella y el señor José Marino Aguirre Henao no se inició desde el 25 de junio de 2011 cuando contrajeron nupcias, pues con las pruebas allegadas al proceso se acreditó suficientemente que ellos convivieron por más de cinco años con anterioridad al deceso de su cónyuge fallecido, tal y como se narró en la demanda, si no que las circunstancias en las que se presentó fueron especiales en razón a las obligaciones laborales que cada uno de ellos tenía, lo que no significa que entre ellos no se haya dado la convivencia exigida en la Ley para que se le reconozca la pensión de sobrevivientes que reclama.

Sostiene que la a quo en realidad tuvo como único parámetro para negar la prestación económica, las declaraciones rendidas por los familiares del causante en la investigación administrativa llevada a cabo por las sociedades demandada y llamada en garantía respectivamente, equivocándose al darle únicamente valor a esas pruebas, siendo del caso hacer una armonización con todas las demás pruebas traídas al plenario, pues de esta manera se llega a la conclusión que entre ella y el causante se presentó una verdadera convivencia, que si bien estuvo ausente por varios periodos de manera física, no lo fue por su propia voluntad, sino por razones laborales, lo que no impidió que continuaran dándose apoyo y solidaridad mutua.  
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Acreditó la señora Liliana Pérez Cardona el requisito de convivencia exigido en el artículo 74 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. REQUISITOS QUE DEBEN ACREDITAR LOS CÓNYUGES PARA SER BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.

Es posición pacifica de la jurisprudencia considerar que la norma que rige las pensiones de sobrevivientes es la vigente al momento en el que se produce el fallecimiento del causante.

Tiene dicho la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 20 de mayo de 2008 con radicación Nº 32.393, de 22 de agosto de 2012 con radicación Nº 45.600 y más recientemente en la de 13 de noviembre de 2013 radicación Nº 47.031 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, en lo concerniente a los requisitos exigidos a los cónyuges y a los compañeros permanentes en los artículos 47 y 74 de la ley 100 modificados por el artículo 13 de la ley 797 de 2003, que el requisito de la convivencia al momento del deceso del causante es indispensable para definir el derecho de los beneficiarios.

En cuanto a los compañeros permanentes ha sido pacifica la jurisprudencia del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en sostener que, por regla general, de conformidad con lo previsto en el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, les corresponde a los cónyuges supérstites acreditar una convivencia con el causante igual o superior a los últimos 5 años anteriores a la fecha en que ocurrió el deceso.
Ahora bien, en sentencia de 4 de noviembre de 2009 Rad. 35809, reiterada en providencias de 28 de octubre de 2009 Rad. 34899, 1° de diciembre de igual año Rad. 34415 y 31 de agosto de 2010 Rad. 39464, la Corte puntualizó que cada caso en concreto debe de analizarse, en consideración a que puede suceder que la interrupción de la convivencia obedezca a una situación que no conlleve la pérdida del derecho, pues puede pasar que la convivencia no se haya interrumpido por la ausencia física de alguno de los dos, cuando ello ocurre por motivos justificables, como de salud, oportunidades u obligaciones laborales, imperativos legales o económicos, entre otros; eventos en los que deberá reconocerse la pensión de sobrevivientes cuando se acrediten cinco años de convivencia con anterioridad al deceso, a pesar de esa ausencia física durante ese lapso o parte de éste.

2. PRÁCTICA DE LAS PRUEBAS EXTRAPROCESALES.

Establece el artículo 183 del C.G.P. que podrán practicarse pruebas extraprocesales con observancia de las reglas sobre citación y práctica establecidas en ese cuerpo normativo.
Entre otras precisiones, tiene previsto el Código General del Proceso en el artículos 221 que los declarantes deberán identificarse plenamente indicando nombres y apellidos, edad, domicilio, profesión, ocupación, estudios realizados y demás circunstancias que sirvan para establecer su personalidad y si existe en relación con él algún motivo que afecte su imparcialidad. 

A continuación, le corresponderá al testigo realizar un relato de cuanto conozca y le consta sobre el motivo que lo lleva a realizar esa declaración, debiéndose obtener con ello un informe espontaneo frente a la situación respecto de la cual se quiere dar fe bajo la gravedad de juramento.
EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión, al no haber sido motivo de controversia por parte de la AFP Porvenir S.A. ni en sede administrativa, ni dentro del presente ordinario laboral, que con su muerte ocurrida el 24 de noviembre de 2013, tal y como se evidencia en el registro civil de defunción visible a folio 18 del expediente, el señor José Marino Aguirre Henao dejó causada en favor de sus beneficiarios la pensión de sobrevivientes.

Así las cosas, demostrado como se encuentra el vínculo conyugal entre la señora Liliana Pérez Cardona y el causante, como se ve en el registro civil de matrimonios –fl.19, al haber contraído matrimonio bajo el rito católico el 25 de junio de 2011, le correspondía a la actora demostrar que tuvo una convivencia continua e ininterrumpida con el señor Aguirre Henao de por lo menos cinco años con antelación al deceso.

Como lo narró en la demanda –fls.2 a 15- la señora Pérez Cardona afirma que después de un noviazgo de 18 meses, ella y el señor José Marino Aguirre Henao decidieron hacer vida en común desde el 13 de febrero de 2008 cuando optaron por irse a vivir al Municipio de Guarne, a donde fue trasladado el causante por motivos laborales, convivencia que se mantuvo viva y actuante desde ese momento hasta el 24 de noviembre de 2013 cuando él falleció, explicando que durante ese tiempo, por razones de índole laboral, hubo varios periodos en los que les tocó ubicar residencias en diferentes municipios de los Departamentos de Antioquia y Caldas, sin que ello hubiese sido un obstáculo para que continuara vigente el vínculo de la pareja, es decir, que a pesar de que la convivencia bajo el mismo techo se vio interrumpida, lo cierto es que los lazos de amor y solidaridad siempre estuvieron vivos.

Para dar fe de esa situación, la demandante en primera medida aportó cuatro declaraciones extrajuicio emitidas por Rocío Rosero Hernández, Martha Cecilia Gaviria Valencia, María Elvia Ocampo López y Luis Danilo Ospina Giraldo, quienes al unísono expresaron ante el Notario Cuarto del Círculo de Manizales –fls.56 a 59- que ellos convivieron de manera continua y permanente bajo el mismo techo, compartiendo mesa y lecho, desde el año 2007 hasta el 24 de noviembre de 2013.

Sin embargo a las afirmaciones vertidas en esas declaraciones no se les puede dar el valor probatorio pretendido por la parte actora, pues nótese que se contradicen con lo sostenido por la propia demandante, pues sostienen que su convivencia efectiva empezó en el año 2007, mientras en la demanda se expresa con claridad que la misma inició el 13 de febrero de 2008. También difieren en cuanto expresan que no hubo interrupciones en la convivencia y que la pareja siempre vivió bajo el mismo techo, en tanto la accionante confiesa que en varios periodos estuvieron separados físicamente, pero que la relación y convivencia se mantuvo viva y actuante, ya que tales separaciones fueron producto de obligaciones laborales.
La verdad es que, procesalmente, al revisar las declaraciones extraprocesales aportadas, se evidencia que su práctica no se hizo de conformidad con lo establecido en los artículos 183 y 221 del C.G.P., pues los testigos no hicieron un relato espontaneo de los pormenores que habían rodeado la situación vivida entre el señor José Marino Aguirre Henao y la señora Liliana Pérez Cardona, sino que de una manera mecánica y preparada, expresaron sobre la pareja que: “… inicialmente convivieron cuatro (4) años desde el año 2007, y el día 25 de junio de 2011, contrajeron matrimonio, convivencia que duró hasta el día en que él falleció el día 24 de noviembre del año 2013 en la ciudad de Manizales, sin separarse nunca, y de esa unión no procrearon hijos.”; lo que permite concluir que sus dichos no fueron producto del conocimiento que tenían sobre las circunstancias que rodearon la convivencia entre la pareja, sino un libreto previamente preparado con el que se buscaba favorecer los intereses de la señora Liliana Pérez Cardona en el estudio que efectuara la AFP Porvenir S.A. y posteriormente en un eventual proceso judicial, como el que ahora se adelanta.  
También solicitó la parte actora que fueran escuchados en juicio los testimonios de Claudio Reinel Cañón Cañón, Mónica Quintero Giraldo y Dora Carolina Henao Ospina, quienes con sus dichos corroboraron toda la información vertida por la accionante en la demanda, esto es, que la pareja conformada por la señora Liliana Pérez Cardona y el señor José Marino Aguirre Henao antes de contraer matrimonio el 25 de junio de 2011, ya se encontraban conviviendo con anterioridad a esa fecha, sin embargo, en ese aspecto se contradicen con lo afirmado en el libelo introductorio, pues ellos sostienen que esa convivencia se hizo efectiva en el año 2007 cuando empezaron a vivir en la ciudad de Manizales, a pesar de no tener conocimiento en que barrio, ni en que época del año, y no el 13 de febrero de 2008 como lo indica la accionante, cuando ella y el causante se fueron a vivir a Guarne; coincidiendo los testigos con la demandante, que en adelante, por motivos laborales, ellos no pudieron fijar una residencia común, pero que ello no fue un obstáculo para que la relación marital de hecho se mantuviese viva y actuante desde esa época hasta el 24 de noviembre de 2013.
Ahora bien, en la investigación realizada por la empresa Colsuntando Ltda. por designación hecha por la sociedad Mapfre Colombia Vida Seguros S.A., fueron entrevistadas, además de las demandante, las señoras Alberta Oliva Henao, María Dignery Aguirre Henao y María Nelly Aguirre Henao, madre y hermanas respectivamente del causante, así como Luz Melida Cardona Hurtado (madre de la demandante) y Jesús David Aguirre (Sobrino del afiliado fallecido); quienes fueron coincidentes en señalar que la convivencia efectiva entre la pareja fue de un poco más de dos años, explicando que ellos habían convivido por un espacio muy pequeño de tiempo con anterioridad al matrimonio, el cual había ocurrido en el 25 de junio de 2011.

Si bien, las declaraciones surtidas en el curso de este proceso y las llevadas a cabo por los familiares de ambos en sede administrativa generan dudas sobre la convivencia real y efectiva entre la pareja, necesario resulta remitirse nuevamente a la investigación llevada a cabo por la empresa Consultando Ltda. en donde también fue entrevistada la señora Liliana Pérez Cardona, quien ante la pregunta que se encuentra en el cuestionario como “Indicar tiempo de convivencia (Desde – Hasta), respondió que la convivencia se había presentado entre los años 2009 y 2013; por lo que si se tuviese en cuenta que la misma inició el 1º de enero de 2009 y finalizó el 24 de noviembre de 2013, el tiempo verdadero de convivencia entre ellos fue de 4 años 10 meses y 24 días.
En efecto, hay un documento que permite concluir que la convivencia real entre ellos inició en el año 2009, más exactamente el 26 de enero de 2009, como lo indico la señora Pérez Cardona en la demanda, y es el contrato de arrendamiento de vivienda urbana suscrito en esa calenda entre la empresa “Arrendamientos Antioquia C y C Ltda.” y el señor José Marino Aguirre Henao, quien decidió arrendar un inmueble destinada exclusivamente a vivienda, ubicado en la Diagonal 43 Nº 34A-27 interior 301 del municipio de Itagüí, pues nótese que en ese documento la señora Pérez Cardona suscribe ese documento en calidad de deudora solidaria y ubica como dirección de su residencia, la del inmueble que se está tomando en arriendo; lo que permite concluir que es a partir de ese momento cuando se formalizó la convivencia entre la pareja, extendiéndose la misma hasta el 24 de noviembre de 2013 cuando el afiliado falleció.

Bajo tales circunstancias, al no haber convivido el tiempo mínimo exigido en el artículo 74 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, no tiene derecho la señora Liliana Pérez Cardona a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes que reclama.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 6 de julio de 2016.

Costas en esta sede a cargo de la parte actora en un 100%. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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